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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Juan José Bentancor. 


MIEMBROS: Señores Representantes Manuel María Barreiro, Adriana Peña Hernández, Ivonne Passada y 
Jorge Pozzi. 


DELEGADA 

DE Señora Representante Carmen Sánchez. 

SECTOR: 

ASISTEN: — Señora Senadora Susana Dalmás y señores Senadores Eduardo Lorier y Jorge Saravia. 


INVITADOS: Doctor profesor emérito, Héctor Hugo Barbagelata y doctor profesor, Oscar Ermida Uriarte. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bentancor).- Está abierta la reunión. 


Antes de recibir a los invitados, vamos a dar a conocer algunas situaciones pendientes. 


Según se nos informa, el problema de Paycueros habría sido solucionado a partir de las negociaciones 
llevadas adelante en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Los empleados en situación de tercerización 
serían integrados a la plantilla de la empresa. 


Por otro lado, la situación de Frigocerro quedó solucionada y, por lo tanto, las gestiones quedaron sin efecto. 


También, debemos informar que, lamentablemente, el 29 de julio -creo que todos ustedes deben tener la 
copia porque esto fue recibido por la Comisión de Legislación del Trabajo- se nos envió una nota por parte de 
FUECI -en una comunicación muy prolija, como es de estilo en ellos- que dice: "Por la presente el Consejo 
Central de FUECI-PIT-CNT, le comunica que los trabajadores de la empresa Grandes Tiendas Montevideo, 
reunidos en asamblea general, resolvieron lo siguiente: Constituir la organización sindical.- Afiliarse a 
FUECI y al PIECNT.- Designar como delegados e interlocutores ante la empresa a las compañeras Laura 
Rosas, Virginia Nocetti y Lissette Calcagno.- Comunicar al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y a la 


empresa, dicha constitución. (...)". Esta nota está firmada por el Secretario General. Como ya dije, fue 
enviada el 29 de julio y el viernes 12 de agosto fueron despedidas las tres delegadas, lo que está denunciado, 
como corresponde, en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y se están haciendo las diligencias del 
caso. Como podrán advertir, hay una simultaneidad en los hechos, pues a esta fecha teníamos un proyecto de 
ley con media sanción, por lo cual estos temas cobran mayor gravedad. 


SEÑOR LORIER.- Solicitaría que se me proporcionara una fotocopia de lo antes expuesto. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Con mucho gusto. 


(Ingresa a Sala la delegación de la Cátedra del Derecho del Trabajo de la Universidad de la República). 


La Comisión de Legislación del Trabajo, con la participación de algunos miembros de la Comisión de 
Asuntos Laborales del Senado, tiene el honor de recibir a una delegación de la Cátedra del Derecho del 
Trabajo de la Universidad de la República, integrada por el doctor profesor emérito Héctor Barbagelata y el 
doctor profesor Oscar Ermida Uriarte -quien tiene una vinculación muy importante desde hace mucho tiempo 
con la OIT? para que nos den sus puntos de vista sobre lo actuado por la Comisión con respecto a la ley de 
promoción y protección de la actividad sindical -que es el título que hubiéramos querido darle, más allá de 
que los procedimientos administrativos en el Parlamento hace que sean las Secretarías las que ponen los 
nombres a las leyes?, que se tituló con el pomposo nombre de "Libertad Sindical" aunque, hasta ahora, se ha 
venido hablando de fuero sindical, cuando en realidad nos hemos limitado a dar media sanción a la 
promoción y protección de algunas actividades sindicales. 


Para nosotros es muy importante tener la visión de la Cátedra de Derecho del Trabajo con respecto a lo que se 
ha actuado, a cómo visualizan esta situación, y que eventualmente nos respondan algunas interrogantes que 
podamos tener en cuanto a este proyecto que ahora ya está en fase de discusión en el Senado. Por tratarse de 
una propuesta vinculada a las libertades sindicales nos pareció importantísimo conocer los puntos de vista de 
esta Cátedra y que, probablemente, nos haga ver los errores que podamos haber cometido y nos señale las 
bondades o aciertos que presente este proyecto de ley. 


SEÑOR ERMIDA URIARTE.- De una manera que pretendo sea breve, voy a hacer algunos 
comentarios sobre este proyecto de ley que, efectivamente, es de fuero sindical o -como acaban de 
señalar- de protección y promoción de la libertad sindical. Para eso pretendo abordar cinco o seis 
puntos. Primero, la esencialidad del fuero sindical; en segundo lugar, hacer una valoración general del 
proyecto, y luego abordar tres o cuatro de los puntos más importantes, algunos de los cuales también 
han sido los más discutidos: la nulidad del acto antisindical y el necesario restablecimiento del estado 
de cosas anterior y los problemas de la carga de la prueba, la retroactividad y el registro. 


Sobre el primer punto, la esencialidad del fuero sindical o de la protección y promoción de la libertad 
sindical, desde el punto de vista dogmático, jurídico, teórico, la protección es tan necesaria a la libertad 
sindical que forma parte de ella; es un prerrequisito indispensable, una condición previa. Sin un adecuado 
mecanismo de protección de la libertad sindical, en la práctica es muy difícil que haya libertad sindical. Por 
eso el tema de la protección, desde el punto de vista teórico -reitero-, no se estudia después sino junto, como 
una parte. 


Si uno analiza el artículo 9% de la declaración sociolaboral del MERCOSUR, por ejemplo, puede advertir que 
bajo el título libertad sindical se incluyen las medidas de protección. Para la declaración sociolaboral del 
MERCOSUR la libertad sindical es la protección de la actividad sindical. Se llega al extremo de identificar 
libertad sindical con adecuada protección, y la esencialidad, por tanto, de esta. Ni qué hablar, en la misma 
línea, del artículo 57 de la Constitución, que establece -como ustedes saben perfectamente- que la ley 
promoverá la formación de sindicatos. A pesar de esto Uruguay no se ha dotado de un mecanismo adecuado 
de protección de la actividad sindical y la mayor parte de las observaciones de las que nuestro país ha sido 
objeto de parte del Comité de Libertad Sindical de la OIT se han debido, precisamente, a situaciones de 
despidos sindicales u otras formas de violación de la actividad sindical. 


Es más: hay un informe de la OIT, publicado en el año 1987, que se llama "Las Relaciones Laborales en 
Uruguay"; recoge el estudio que hizo una misión que tuve el honor de integrar junto con dos especialistas de 


la OTT de ese momento, que luego de describir el sistema de relaciones laborales uruguayo de manera 
detenida -es un libro de aproximadamente doscientas páginas-, dice que hay tres grandes problemas. El 
primero y más importante es la ausencia del fuero sindical, de la protección sindical. Pero a renglón seguido 
el informe dice que no se va a ocupar de eso a pesar de que es lo más importante, porque hay un proyecto de 
ley que ha sido aprobado por una Cámara y que está en vías de aprobación por la segunda, que solucionará el 
problema; este estudio es del año 1986 y fue publicado en 1987. Se refería al proyecto de ley que había 
elaborado el Gobierno de la época -año 1986, Gobierno colorado-, que había sido aprobado en la Cámara de 
Diputados y que luego fracasó en el Senado. En realidad, ese era y sigue siendo uno de los defectos 
principales del sistema uruguayo de relaciones colectivas de trabajo. En mis clases estilo decir a los 
estudiantes que este es el mayor agujero negro del derecho colectivo del trabajo uruguayo, la mayor carencia, 
el mayor defecto. 


Por otra parte, todos sabemos que en el Uruguay de hoy esa ha sido una promesa electoral y como requisito 
previo para el ejercicio real de la libertad sindical me parece que, en tanto condición previa, es casi 
innegociable. Esto es lo que puedo decir sobre la procedencia de la iniciativa y la importancia de esta 
materia. 


Admitido que es absolutamente procedente, que se intenta introducir una ley sobre la materia, hagamos una 
valoración general de este proyecto que ustedes han aprobado y que ahora está a consideración del Senado. 


En mi opinión, es un buen proyecto. Por supuesto, como toda obra humana, es perfectible. Tendría 
sugerencias que hacer para mejorarlo. Pero curiosamente estas sugerencias no van en la línea de lo que en 
general yo he escuchado en la prensa. Todas las propuestas que he escuchado en la prensa son de disminuir el 
grado de protección, cuando el defecto que yo le puedo encontrar al proyecto es que necesitaría una 
protección adicional a la que ya ha consagrado. 


Voy a poner un ejemplo. Basta con ser bien gráfico, con hacer una comparación con el proyecto del año 

1986, de un Gobierno del Partido Colorado, que hace casi veinte años establecía la misma protección que 
este proyecto -nulidad del acto antisindical y restablecimiento del estado anterior para todos los trabajadores, 
dirigentes o no, igual que este proyecto-, pero agregaba un plus que este proyecto no tiene. Además de la 
protección para todos los trabajadores, agregaba protección adicional para el dirigente sindical, respecto del 
cual se establecía lo que se llama la prejudicialidad. Es el empleador, en el caso del dirigente sindical -era en 
este proyecto-, quien tenía que demandar ante el Juez el permiso para proceder al despido de un dirigente 
sindical. El estado actual de la teoría y del derecho comparado va más allá de la protección pretendida en este 
proyecto. Por ejemplo, se recomienda la protección especial del dirigente de la forma en que acabo de 
explicar. En muchos países se ha introducido la penalización del acto antisindical, es decir, convertirlo en una 
figura delictiva en el Código Penal. Por eso, entiendo que el proyecto es bueno pero perfectible, no en menos, 
como se ha propuesto, sino en más. 


A su vez, en el Instituto de Derecho del Trabajo de la Facultad de Derecho hemos tenido la oportunidad de 
escuchar algunas opiniones muy críticas del proyecto, pero precisamente porque lo consideran insuficiente. 


En todo caso, compartiendo esas críticas, creo que por razones de oportunidad sería bueno que este proyecto 
se aprobara como está, porque de todas formas, es bueno y porque muchas veces lo mejor es enemigo de lo 
bueno. Entonces, haciendo un cálculo de oportunidad, uno dice: Está bien; no es que sea malo; puede ser 
mejor, pero es un buen proyecto y ya que tuvo media sanción, sigamos con esto. 


Sobre los temas centrales del proyecto, en primer lugar, la nulidad del acto antisindical y la consecuente 
reposición del estado de cosas anteriores -artículos 1* y 2” del proyecto-, debo decir que es la única solución 
perfecta para la violación de un derecho sindical básico. Es la única que repara totalmente el daño causado, 
porque se le hace no a ese trabajador sino a la libertad sindical en su conjunto. Entonces, una solución como 
podría ser indemnizar al trabajador, puede solucionar el problema económico del trabajador en cuestión, pero 
no repara la violación a la libertad sindical como derecho colectivo. Por eso, el Comité de Libertad Sindical, 
incluso en pronunciamientos referidos al Uruguay, es claro en que cualquier medida -indemnización, sanción 
administrativa, penal, etcétera- es buena siempre y cuando sea además del restablecimiento de la situación 
anterior. Lo mismo la Recomendación N* 143. En el derecho comparado -Argentina, Brasil, España, Italia, 
Alemania, Portugal, Suecia- se establece esta misma solución. Además, ha sido objeto de jurisprudencias 
modernas. La Corte Interamericana de Derechos Humanos de la OEA ha condenado a Panamá, no hace 
mucho, al restablecimiento de más de doscientos trabajadores, en aplicación de estos criterios. Y el Tribunal 


Constitucional del Perú también, en una sentencia del año pasado, ordenó la reposición de trescientos 
trabajadores a la empresa telefónica del Perú por despidos que fueron considerados antisindicales. Esta 
protección es para todos los trabajadores y no solo para los dirigentes sindicales. Ha habido una evolución de 
la idea del fuero sindical desde la idea original de protección del dirigente sindical contra el despido, a una 
idea mucho más amplia de protección a todo trabajador contra todo acto antisindical. Por supuesto, la 
sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que ordena la reposición de más de doscientos 
trabajadores no se refería a doscientos dirigentes sindicales. Estos serían 4 o 5 y los demás eran trabajadores. 
Lo mismo pasa con la sentencia del Tribunal Constitucional del Perú, que ordena la reinstalación de más de 
trescientos; no se refiere a trescientos dirigentes sindicales sino a trescientos trabajadores, de los cuales 
algunos, seguramente, serían dirigentes sindicales. 


Por lo demás, esta solución de la nulidad del acto respecto de cualquier trabajador y no solo del dirigente 
sindical está inspirada -me atreve a decirlo porque la redacción es demasiado parecida- en múltiples 
proyectos que la bancada, entonces de oposición y actualmente de Gobierno, con muchos de los 
parlamentarios que hoy integran el Senado o la Cámara de Diputados, presentara en distintos momentos en 
los últimos años. Tuve a la vista un proyecto de 1995 y otro de 1996, pero hay varios, y todos establecen más 
o menos esta misma solución. 


Por lo tanto, lo que habría que modificar en este proyecto -si se tuviera que modificar- no sería reducir la 
protección solo al dirigente, sino dejar esta como está y crear una protección adicional para el dirigente que 
es el más expuesto en la línea de lo que había establecido aquel viejo proyecto de 1986. 


En cuanto a la carga de la prueba, que ha sido otro tema muy discutido, se dice -algunos defienden y otros 
critican- que el proyecto establece la inversión de la carga de la prueba en el artículo 3%. Yo digo que para mí 
no está claro que el proyecto la establezca. Si lo hiciera, si el proyecto estableciera la inversión de la carga de 
la prueba, estaría repitiendo la solución del proyecto del Poder Ejecutivo del año 1986, que establecía la 
presunción de que todo acto que perjudicara al dirigente sindical o al trabajador por razones sindicales era 
antisindical, y agregaba que el empleador deberá probar una causa diferente. Si lo hiciera, el proyecto estaría 
acatando recomendaciones y convenios de la OIT: el Convenio N? 158 y la Recomendación N” 166. Los 
pronunciamientos del Comité de Libertad Antisindical recomiendan la inversión de la carga de la prueba. 
Pero el proyecto podría haber ido mucho más lejos, por ejemplo, adoptar la teoría general de los actos 
discriminatorios y prohibidos. 


En este país, hace muchos años, dos laboralistas muy queridos, uno del Partido Nacional y otro del Partido 
Colorado, uno de ellos lamentablemente fallecido, Anuar Francés, y el otro por suerte vivo, aunque se ha 
dejado de dedicar al Derecho Laboral, Ariel Gianola Martegani, escribieron un artículo muy interesante en el 
cual demostraban -iniciaron una corriente- que cuando se trataba de actos prohibidos por discriminatorios, el 
solo hecho era una violación, un acto prohibido, y entonces, el que lo hacía tenía que demostrar que tenía otra 
causa. Está prohibido matar. Si yo mato, tengo que demostrar que fue en legítima defensa. Está prohibido 
cruzar con luz roja. S1 cruzo con luz roja, tengo que demostrar que era una emergencia, que llevaba al 
hospital a una persona que se moría, etcétera. Esta idea hoy está muy desarrollada, por ejemplo, en la 
jurisprudencia española, donde es muy frecuente encontrar fallos que dicen que ante el menor indicio o la 
apariencia de antisindicalidad del acto, el empleador tiene que demostrar que tiene otra causa suficientemente 
legítima. 


Es más: en el Derecho Civil hay situaciones de responsabilidad objetiva o de garantía, donde no se discute ni 
la intención ni la culpa. Si se realiza el hecho que está prohibido, se es responsable. Es que hay una tendencia 
grande a la objetivización, a volver objetiva la responsabilidad cuando se refiere a ciertas conductas 
prohibidas. En este caso, cualquier acto violatorio de la libertad sindical genera la responsabilidad del 
causante, salvo que este demuestre que tenía otra finalidad, otra causa. 


Por todo esto, si el proyecto estableciera la inversión de la causa de la prueba no estaría haciendo otra cosa 
que cumplir con el mandato de las normas internacionales del trabajo y las recomendaciones de la OIT, y no 
estaría haciendo otra cosa que reproduciendo la solución del proyecto del Poder Ejecutivo de 1986. Pero es 
discutible que este proyecto establezca la famosa inversión de la carga de la prueba. En primer lugar, en 
ningún momento el proyecto la menciona como tal. En segundo término, en la exposición de motivos se hace 
clara referencia a otra cosa; se dice que aquí se recoge la teoría de las cargas dinámicas, que es algo muy 
parecido pero, a la vez, diferente. 


La teoría de las cargas dinámicas es una doctrina creada en el derecho procesal ?primero en el argentino, 
luego fue adoptado en el uruguayo?, según la cual a partir de que las partes de un proceso judicial ?actor y 
demandado? tienen la obligación de colaborar con el desarrollo del proceso, tienen que actuar de buena fe en 
el proceso. Entonces, es posible apartarse de la idea original de que cada uno tiene que probar los hechos que 
alega y que la excepción puede estar en que debe aportar la prueba aquel a quien le es más fácil probar o 
tiene a mano el medio probatorio. Esta tesis la sostienen hoy en el Uruguay procesalistas como Véscovi y 
como Van Rompaey, Ministro de la Suprema Corte de Justicia. Esta mañana, en un grupo de estudio en 
Derecho Laboral estuvimos estudiando una sentencia sobre despido abusivo, no sindical sino de otro tipo, en 
la que la Suprema Corte condena a la empresa porque no probó que había otro motivo distinto para el 
despido, alegando esta teoría de las cargas dinámicas. 


En la demanda, el actor ?en el caso de este proyecto? deberá relatar los hechos y aportar la prueba de que 
disponga. Si el demandado, el empleador dice: "No, yo lo despedí pero no fue por sindicalista", tiene que 
probar cuál fue el motivo real. Uno puede presentar esto como inversión de la carga de la prueba, pero es 
mucho más moderno presentarlo como teoría de las cargas dinámicas, que hoy se admite en el derecho 
procesal uruguayo, en la Suprema Corte de Justicia, etcétera. Hay que decir, además, que en materia laboral 
este principio también había sido creado a su manera por De Ferrari y por un recordado y querido Juez 
laboral fallecido, don Nelson Nicoliello, que establecieron el principio de la disponibilidad del medio 
probatorio. Quien tiene que probar es quien tiene la posibilidad de hacerlo, quien dispone del medio 
probatorio. Si yo lo tengo en mi gaveta, no es lícito que diga: "No lo aporto y tienes que probarlo tú". 


En conclusión sobre este punto: el acto de discriminación antisindical es un acto prohibido y nulo; esto está 
claro, lo dice claramente el proyecto. Por consiguiente, es una consecuencia natural, no de la inversión de la 
carga de la prueba, sino del carácter de acto prohibido y nulo, del principio de disponibilidad del medio 
probatorio, de la teoría de las cargas dinámicas de la prueba, que si el empleador tiene un motivo diferente al 
sindical debe probarlo, y solo de esa manera legitima el acto que nació prohibido, nulo e ilícito. 


Sobre la retroactividad artículo 7", también aquí creo que hay que distinguir lo que se atribuye al proyecto y 
lo que este realmente dice. Lo que se le atribuye es lo que surge del tenor literal del artículo 7", es decir, que 
hubo un efecto retroactivo al 1 de marzo. Yo he escuchado decir que esto es inconstitucional; obviamente no 
lo es, la Constitución no tiene una norma aplicable a esto. Pero sí contradice un artículo del Código Civil que 
dice que las leyes no son retroactivas; pero, claro, eso puede ser derogado por cualquier ley. Está lleno de 
leyes que se han autoasignado un efecto retroactivo; inclusive, hay antecedentes laborales importantes. 
Cuando en los años cuarenta se aprobó la legislación de despido uruguayo, se le dio efecto retroactivo, 
precisamente por motivos similares a los que acá se han manejado. Cuando se supo que el Parlamento se 
disponía a crear una indemnización por despido, algunos empleadores habrían aprovechado para despedir 
trabajadores a fin de no tener que pagar después; entonces, los parlamentarios dijeron: "No queremos que nos 
tomen el pelo, le damos efecto retroactivo y hacemos que estos también sean responsables en caso de 
despido". Quiere decir que hay antecedentes en la legislación laboral. 


A mi modo de ver, el proyecto no dispone la retroactividad, a pesar de que seguramente quiso hacerlo; lo que 
hace es limitarla. Hay que partir del artículo 1%, que establece: "declárase que el acto antisindical es nulo"; y 
desde Jiménez de Aréchaga para acá hay unanimidad en la doctrina constitucional, internacional y en la 
doctrina laboral uruguaya de que cuando el constituyente o el legislador, refiriéndose a derechos 
fundamentales, usa el término "declárase" está reconociendo un derecho preexistente y no lo está creando ni 
concediendo. Por consiguiente, el uso técnico del término "declárase" dice que siempre fue ilícito el acto 
antisindical y siempre fue nulo. Siendo así, si la ley dice que esto se aplica para atrás hasta el 1” de marzo, lo 
está limitando, está dejando fuera de la ley a aquellos actos antisindicales anteriores al 1” de marzo o que no 
hayan sido denunciados ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Personalmente, estoy totalmente de acuerdo con eliminar la referencia de la retroactividad al 1” de marzo de 
2005; pero, claro -porque al decir esto tengo que actuar con buena fe-, en el entendido de que eso extenderá 
la vigencia y el alcance objetivo del proyecto para atrás del 1% de marzo e independientemente de que los 
actos antisindicales hayan sido denunciados o no ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


En cuanto al registro -artículo 5*-, no me despierta la resistencia que a algunas otras personas o sectores les 
ha provocado. Me parece que de alguna manera es novedoso, es interesante, trata de crear estímulos al 
cumplimiento de la norma, que es algo que falta en la legislación laboral uruguaya toda, no solo la sindical, y 


tiene un parentesco claro con algo que está muy de moda: los códigos de conducta. Además, me parece que el 
segundo inciso del artículo 5%, que tiene que ver con la contratación con el Estado, tiene un alto contenido 
ético que, en lo personal, comparto integramente, aunque esto va más allá del derecho laboral. Para mí el 
Estado no puede, no debe contratar con violadores de derechos humanos o derechos fundamentales. Por 
tanto, crear un registro que puede prohibir al Estado o al particular contratar con el Estado en determinadas 
circunstancias, no creo que sea una mala solución. Tampoco me parece que sea este el tema central del 
proyecto. 


En conclusión, primero, el proyecto establece una protección apropiada de la actividad sindical, tanto a la luz 
de las normas internacionales del trabajo como del estado actual de la doctrina. Segundo, sin embargo, no 
establece la mejor ni la máxima protección posible; diría que establece una protección media, adecuada, 
apropiada, suficiente, aceptable, aprobado sin nota, diría el profesor o aprobado con bueno, tal vez. Tercero, 
las limitaciones o reducciones que desde diversos ámbitos se han propuesto, volverían al proyecto totalmente 
insuficiente y, por eso, probablemente inaceptable. En lo personal, si este proyecto sufriera más limitaciones 
de las que ya recibiera en Diputados, tal vez fuera preferible que no se aprobara. 


Quisiera hacer una reflexión final simplemente como ciudadano. Ya han pasado casi veinte años desde que en 
1986 un buen proyecto aprobado en la Cámara de Diputados se frustrara en el Senado. Durante buena parte 
de esos veinte años la bancada, en ese momento de oposición, hoy de Gobierno, presentó reiteradamente 
varios proyectos de ley, en los que se inspira el actual y establecían soluciones muy parecidas. Como 
ciudadano, para mí sería una terrible frustración que luego de veinte años se repitiera aquella historia de 
1986, porque eso permitiría pensar que no se valora ese derecho fundamental que es la libertad sindical. 
Quiero terminar citando la frase final de un libro muy bueno, de estudio de derecho comparado, de un muy 
conceptuado autor peruano ?de quien yo tuve el honor de ser profesor hace años, el señor David Lobatón?, 
que refiere a las distintas formas de proteger la libertad sindical en el mundo; termina ese libro con la 
siguiente afirmación: "El grado o intensidad de la protección que un ordenamiento jurídico da a la libertad 
sindical es un buen índice de cuánto la valora". Cuánto podamos llevar adelante este proyecto será una 
demostración de cuánto la sociedad uruguaya y el ordenamiento jurídico laboral valoran la libertad sindical. 


Muchas gracias, y quedo a las órdenes. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Escucharemos la segunda intervención y luego haremos las preguntas. 


SEÑOR BARBAGELATA.- Como en todas las oportunidades en que he tenido el honor de ser invitado 
por una Comisión de la Cámara de Diputados o del Senado, me siento realmente muy honrado y muy 
feliz de tener la posibilidad de exponer ante los Representantes del pueblo. 


Desde luego, comparto en lo fundamental la espléndida exposición que acaba de hacer el profesor Ermida. 
En lo que me es personal, voy a examinar las objeciones que se hicieron a través de diversos medios, 
inclusive en las intervenciones de los representantes de las organizaciones patronales ante la Comisión de la 
Cámara de Representantes y en manifestaciones que se han ido haciendo por parte de personalidades de 
diversos ambientes sobre este proyecto, porque entiendo que puede ser interesante examinar la significación 
y el valor que pueda atribuírseles. 


En cuanto a lo general, quiero aclarar que estoy totalmente convencido de la necesidad y conveniencia de una 
ley de protección sindical. Creo que esto es el cumplimiento de la Constitución y de lo que ahora se estila 
llamar "el bloque de constitucionalidad", integrado no solamente con las normas propiamente escritas en la 
Constitución, sino con todas aquellas otras que la propia Carta está reclamando que la integren a través de sus 
artículos 72 y 332. Por consiguiente, creo que estamos ante el reconocimiento de un derecho fundamental y 
ante un proyecto de ley que intenta proveer de mayor defensa a este derecho. Quiero aclarar que, desde mi 
punto de vista, -lo acaba de señalar el profesor Ermida- este derecho ya fue reconocido en nuestro país. 
Posiblemente, no se han arbitrado fórmulas apropiadas para hacerlo valer, pero este derecho existe y está 
reconocido; esa misma expresión "declárase" -a la que aludía el profesor Ermida- está señalando su 
preexistencia. 


¿Cuáles son los argumentos que se han esgrimido en los distintos ambientes como objeciones generales al 
proyecto que se está examinando? En primer lugar, tenemos una objeción de principio, que es la que condena 


toda legislación laboral como un factor perturbador de las relaciones laborales y como un elemento que, 
pretendiendo la protección del trabajador, en definitiva le causa daño. 


Adviertan que esto no es un invento reciente; este principio ya estaba muy asentado desde las primeras leyes 
laborales. Incluso, si nos remontamos al debate parlamentario de 1912 en la Cámara de Diputados sobre el 
proyecto de las ocho horas, veremos que se presentó un documento propiciado por los organismos de los 
empleadores y firmado directamente por ellos; por otra parte, después se supo que fue obra de un jurista 
realmente eminente, el doctor José Irureta Goyena. En ese documento comienza diciéndose que se trata de 
una protección que, con la mejor de las intenciones, va a causar a los trabajadores más perjuicios que 
beneficios. 


Desde luego, contra la legislación laboral hay un segundo frente de tipo principista, que es el que considera 
que tiene consecuencias negativas sobre las posibilidades de empleo y las disponibilidades de parte de los 
trabajadores. En definitiva, todo esto está unido a las ideas del profesor Hayek quien, concretamente, de una 
manera muy clara y nítida, se refirió al tema en sus obras, "El ideal democrático y la contención del poder", 
publicada en Santiago en 1989 y "Los sindicatos y la ocupación obrera", que es el capítulo 18 de la 
Constitución de la Libertad, editada como separata en la Argentina por las organizaciones de empresarios. 
Allí él dice abiertamente que si bien la actividad sindical no se puede prohibir, hay que hacer todo lo posible 
para que no tenga efectos; por ejemplo, hay que permitir que los trabajadores firmen en sus contratos que no 
van a hacer huelga y que se comprometen a no afiliarse al sindicato; todo eso debe estar garantizado por la 
ley, en vez de prohibido en la práctica. 


Tenemos estas dos objeciones de principio que, en realidad, están contradiciendo lo que hoy nadie puede 
negar, que el derecho a sindicarse, a constituir sindicatos, a afiliarse a los sindicatos y a realizar todos los 
actos correspondientes integra el conjunto de los derechos humanos fundamentales. Por consiguiente, no es el 
legislador ni la opinión pública que no lo permiten, como pretendía Hayek; es todo el sistema jurídico, no ya 
de un país sino el sistema jurídico mundial, internacional, que está diciendo que este tipo de actitudes es 
incompatible con las situaciones de derecho, porque lesiona los derechos fundamentales de los trabajadores. 


Vayamos ahora a una segunda categoría de argumentos: los que manejan razones de oportunidad y 
conveniencia. Estos argumentos pretenden señalar que la legislación de protección sindical provocaría el 
pánico de los inversores y, en definitiva, crearía una situación de pérdida de puestos de trabajo o, por lo 
menos, de estancamiento; estos dos conceptos significan prácticamente lo mismo, porque el proceso tiene 
que ser de constante crecimiento de los puestos de trabajo. 


La realidad de los hechos demuestra diversas cosas en contradicción con esto. Evidentemente, nadie ha 
podido demostrar que las medidas de flexibilización laboral o cualquier otra que produzcan un descenso del 
poder sindical hayan tenido un efecto beneficioso sobre el nivel de empleo. Todos sabemos que hemos 
pasado por un largo proceso en el que el movimiento sindical había perdido sus efectivos en un número muy 
importante y la fuerza sindical era mínima -no solo en el Uruguay sino también en muchos otros países- y eso 
no significó, en absoluto, que hubiese un mejoramiento del empleo, sino todo lo contrario. 


En ese sentido, pienso que es bastante claro que la flexibilización laboral y la flexibilización para permitir 
libremente al empleador deshacerse del sindicato, e inclusive impedir su constitución, no conduce a un 
mejoramiento de los niveles de empleo. 


Por otra parte, se han tomado varias iniciativas en este sentido -como la famosa ley de inversiones, que 
achicó bruscamente el tiempo para la reclamación laboral-, a pesar de que, como dicen los autores en todas 
partes del mundo, el trabajador no puede -y menos en un momento de penuria de empleo- reclamar nada 
durante el tiempo que rige la relación laboral, porque la pierde. La experiencia demuestra que este tipo de 
iniciativas no ha mejorado en nada el nivel del empleo ni ha aumentado las inversiones, a pesar de que, como 
en el caso de la ley de inversiones, se haya hecho un corte radical de los derechos de los trabajadores. 


Voy a referirme a otro aspecto que también ha sido considerado en este problema de la oportunidad y la 
conveniencia. Se ha señalado -los señores legisladores lo habrán leído en los repartidos o escuchado en las 
exposiciones de los invitados- que el problema no existía, que era inventado; o sea que, en realidad, no 
existía represión sindical y que eso se probaba porque había muy pocas reclamaciones ante la OIT. Esto 
parece una broma, porque nadie puede medir los actos de violación de la libertad sindical por los números de 
reclamaciones ante la OIT; como se sabe, esta es una instancia que se maneja excepcionalmente. 


Además, es muy importante tener en cuenta -hoy se ha replanteado- que el gran tema no son tanto las 
acciones antisindicales después de que existe un sindicato, sino las preventivas para que no haya sindicato. 


Dentro de este mismo rubro, hace unos días leía en un diario que los representantes de los empresarios han 
afirmado que se afectaría el clima de negociación. No se entiende cómo puede pensarse que esto afecte el 
clima de negociación cuando estamos en presencia de una ley aprobada por un órgano público dentro del 
ejercicio de sus funciones -que no puede estar supeditado a que haya o no acuerdos entre las partes- y, 
además, en la práctica, la negociación colectiva y todas las formas de negociación suponen movimientos 
sindicales robustos y organizados. Por consiguiente, no hay posibilidad de representatividad de los intereses 
de los trabajadores y de negociación razonable, si no hay una adecuada organización sindical, que no esté 
perturbada o imposibilitada por actos antisindicales. 


Veamos ahora otro tipo de argumentos: los basados en las restricciones a los poderes patronales. En el curso 
de las sesiones de la Comisión se insistió, por parte de más un miembro de las delegaciones patronales, en 
que se estaba en presencia de una limitación del derecho al despido. Lo primero que habría que probar es que 
existe el derecho al despido. En realidad, el derecho al despido no puede reconocerse como tal, en principio. 
Si bien el legislador uruguayo tolera determinados despidos, condena al empresario a indemnizar los 
despidos comunes, salvo que pueda argumentarse la notoria mala conducta. 


Por otra parte, toda la corriente mundial está encaminada -hay un convenio internacional en ese sentido; no 
ha sido ratificado por Uruguay, pero la idea ya es compartida por toda la conciencia jurídica universal- a que 
el despido sin motivación es un atentado contra el derecho del trabajador a conservar su empleo, si no hay 
ninguna causa que justifique el despido. La idea del despido injustificado ya no es aceptada en ninguna parte. 
Es conocido el famoso argumento de los Estados Unidos en cuanto a que -en parte sigue siendo cierto- en 
determinado momento llaman al trabajador y le dicen: "Está despedido. Retire sus cosas y cobre en la 
oficina". Pero, actualmente, por lo menos en el caso de las violaciones a los derechos de los trabajadores y de 
la discriminación -tanto de las mujeres, de las madres, como la sindical-, es claro que el despido no es 
aceptado. Es decir que el despido libre tampoco es reconocido en los Estados Unidos. 


En resumen, sobre este punto es absolutamente inaceptable la idea de considerar que el empleador tiene 
derecho a discriminar a los trabajadores por su vinculación sindical. Aquí juegan -como ya lo mencionara el 
profesor Ermida- los dos aspectos de la protección: la protección del derecho contra la discriminación y la 
protección del derecho del grupo contra la actividad sindical. 


Pasemos ahora a otro tipo de objeciones, que son las que tienen que ver con aquellos que dicen: "Sí, 
admitimos que estamos en presencia de una ley de promoción de la actividad sindical, pero como esta tiene 
una serie de excesos o defectos no aceptamos algunos aspectos". Así se plantea -algunos de esos aspectos los 
ha considerado el profesor Ermida-, en primer lugar, la cuestión de la inversión de la carga de la prueba. Se 
dice: "Nosotros no podemos aceptar que el proyecto que ya cuenta con media sanción pueda incluir la 
inversión de la carga de la prueba". El profesor Ermida ha dado varios argumentos para sostener que ni 
siquiera hay una inversión de la carga de la prueba, sino que estamos en presencia de una situación en la cual 
se está reclamando que cada cual pruebe lo que le corresponde, según la disposición de los medios que tenga. 


En lo que me es personal, pienso que la legislación laboral siempre ha considerado que la prueba justificativa 
del despido -que es la situación más extrema- o de cualquier otra situación vinculada con la relación laboral 
tiene que ser aportada por el empleador. La ley laboral no deja ninguna duda de que la notoria mala conducta 
tiene que ser probada por el empleador. En este caso, estamos en la misma situación: el empleador tiene que 
probar que hay un factor que podríamos llamar de notoria mala conducta que justifique que se haya 
prescindido del trabajador, a pesar de que pudiese tener la condición de sindicalista o de haber participado en 
actos sindicales. 


Sobre eso quiero señalar que en los tribunales franceses, por aplicación de un artículo del Código de Trabajo, 
se ha considerado que el empleador puede probar que hay motivos para el despido de un trabajador y esos 
motivos tienen que ser medidos o calibrados con relación al problema de la representación sindical o del 
derecho sindical que está en juego. Aun cuando hubiese motivos, si no alcanzan el grado de relevancia, lo 
que llamaríamos notoria mala conducta, no habilitarían al empleador a despedir al trabajador, a privarlo de su 
empleo y de su condición de sindicalista en sus diversas manifestaciones. 


En segundo término, se plantea que los empresarios han objetado la amplitud de la protección en la ley. 
Evidentemente, se trata de una queja equivocada, porque esa amplitud no la da esta ley sino el Convenio 
Internacional aprobado en 1953, si no me equivoco. El Convenio es el que hace referencia, no meramente a 
la actividad de dirigentes sindicales, sino a cualquier tipo de manifestación de la actividad sindical. En ese 
sentido es que se pronuncian y manifiestan las legislaciones de casi todos los países. 


Por ejemplo, el literal L) del artículo 472/2 del Código de Trabajo de Francia -al que aludí antes- refiere 
expresamente a la prohibición a los empleadores de tomar en consideración la pertenencia a un sindicato o el 
ejercicio de una actividad sindical. Está muy claramente dicho que no se necesita ser afiliado al sindicato; 
basta con adherirse a una huelga o que se participe en una actividad sindical o en una asamblea para que el 
empleador reaccione con un despido o una sanción. Además, la ley francesa aclara que la protección alcanza 
fundamentalmente a la toma de personal; este es otro aspecto que los empleadores objetan. 


El empleador dice que esto es una facultad irrestricta de los empleadores. No, no lo es cuando se está 
violando un derecho fundamental como el derecho a la libertad sindical. Se señala que la toma del personal, 
el reparto del trabajo, la formación profesional, las promociones o ascensos, la remuneración, el otorgamiento 
de ventajas sociales, de medidas disciplinarias y el despido, son actos que el empleador tiene prohibido toda 
vez que parezca que hay un elemento de discriminación sindical. 


Otro orden de problemas plantea la cuestión de la retroactividad. Coincido plenamente con lo que dijo el 
profesor Ermida, en el sentido de que estamos en presencia de una situación en que no hay retroactividad. 
Tengo la absoluta convicción de que la referencia a que se declare es porque se está reconociendo que el 
Convenio N* 98 dejó establecido el principio de que no se podía realizar ningún tipo de agravio al derecho 
sindical y también dejó perfectamente establecido que el empleador tenía prohibido -era un acto nulo- la 
realización de actos antisindicales. 


Evidentemente, en algunos países esto puede dar lugar a sanciones penales, como señalaba el profesor 
Ermida. Sin embargo, lo fundamental -como él también expresó reiteradamente- es que el empleador 
restablezca al trabajador en su lugar de trabajo luego de despedirlo por motivos sindicales, en cumplimiento 
con la disposición de la norma internacional y ahora también con la norma legal uruguaya, por aquello que 
también señalaba el profesor Ermida, en el sentido de que no se trata de la salvaguarda de una situación 
personal, sino de la protección de la libertad sindical, que solo se puede asegurar sí no se elimina a los 
trabajadores de sus puestos en las empresas y consiguientemente se les da la posibilidad de ejercitar su 
derecho sindical. 


Otro aspecto que ha sido planteado es la contradicción con los principios del Código General del Proceso. 
Aquí, evidentemente hay una gran confusión: la de creer que el Código General del Proceso es una entidad 
perfecta y que si se modifica se le está infiriendo un daño irreparable. 


En los hechos, el derecho del trabajo ha tenido y tiene en todas partes del mundo un régimen procesal 
especial. El caso de Uruguay es absolutamente excepcional, de Guiness. Es el único país conocido en el que 
la legislación procesal no abre ninguna posibilidad de un procedimiento especial para la materia laboral. En 
los demás países que tienen cierto desarrollo de sus sistemas, la protección del sistema judicial está 
asegurada, ya sea mediante normas en el propio Código de Trabajo -como en Brasil y otros países- o normas 
procesales especiales, es decir, códigos de proceso laboral, como el caso de la ley recientemente aprobada en 
Venezuela. 


También existe el caso tradicional de Italia, que desde siempre tiene un capítulo especial para la materia 
laboral dentro del Código de Procedimiento Civil. 


El sistema uruguayo es un invento uruguayo que por ahora no tiene ninguna aceptación. Lamentablemente, 
se ha difundido y en el exterior mucha gente cree que se trata de un invento uruguayo por excelencia. 
Supongo que cuando se enteran de cómo funciona el sistema, podrán advertir que no es la solución. Pienso 
que para los órganos legislativos uruguayos es una asignatura pendiente enfrentar este problema y dar una 
solución apropiada a los conflictos laborales individuales que por el momento tienen un procedimiento que es 
extremadamente lento, absolutamente inapropiado por las demoras y sobre todo por los costos 
suplementarios que no son compatibles en absoluto con un sistema de proceso laboral, como ya sostenía ni 
más ni menos que el maestro Eduardo J. Couture. 


Para completar esta disertación, con relación a la objeción que se hace de que se ha amparado a todos los 
trabajadores y respecto a quienes dicen que esto es admisible solamente para los dirigentes sindicales, deseo 
señalar que evidentemente el convenio internacional, los principios internacionales y el derecho comparado 
no impone -ya lo había señalado el profesor Ermida-, que la protección sea exclusivamente para la actividad 
de los dirigentes sindicales. 


Quiero introducir un matiz, contando una historia personal. Hacia fines del siglo pasado, hace unos cuantos 
años, estando en Guatemala -como ustedes imaginarán, durante la dictadura- me encontré con un 
representante de la OIT que estaba realizando las funciones de enlace con las autoridades de ese país. Me 
contó que la legislación guatemalteca deriva de un código de trabajo que fue producido inmediatamente 
después de la famosa revolución, que tuvo un momento interesante de desarrollo hasta que fue aplastada. En 
esa época, el Código de Trabajo que se aprobó tenía un sentido protector y siguió teniéndolo, no fue 
derogado. Ese Código establecía para los dirigentes sindicales la absoluta seguridad del mantenimiento de la 
fuente de trabajo. Es decir, el empleador no estaba habilitado para despedir ni sacar a los dirigentes 
sindicales. No llegó al punto de establecer lo que hizo la ley boliviana, es decir, una inmunidad análoga a la 
que tienen los Diputados, como que no pueden ser arrestados, etcétera. Simplemente, aquí el empleador no 
podía despedir a los dirigentes sindicales. 


Entonces, un empleador, frente a un grupo de doscientas personas que había sido elegido -después de cumplir 
requisitos y exigencias que tenía el Código- con dirigentes sindicales, resolvió despedir a más de ciento 
noventa y dejar solamente a los que no podían ser despedidos. Renovó todo el personal -no era calificado; no 
era difícil- contrató personal nuevo. Como se imaginarán, aquellos dirigentes sindicales únicos que quedaron 
allí tuvieron que irse porque los que vinieron no solo tenían el odio de los que se fueron sino el temor de los 
que vinieron. 


No comparto el concepto de profesor Ermida acerca de la protección especial para el dirigente sindical, 
porque tal vez se lo condena a ser objeto de persecución más abiertamente. 


La experiencia que me contaron pude confirmarla posteriormente. Recuerdo que cuando entrevisté al 
Presidente de la Cámara de Industria de Guatemala, le comenté esto y me dijo: "Está en su derecho, se 
defiende, él cumple con la ley". Todavía me aclaró: "En cambio, no estoy de acuerdo en tirar a los dirigentes 
sindicales adentro de los volcanes". 


Este panorama les puede dar una idea de lo difícil que puede resultar el funcionamiento del sistema sindical 
en algunos países 


Para terminar, reitero que es necesario, conveniente, casi imprescindible, que el derecho sindical esté 
debidamente tutelado por la legislación de todos los países y desde luego, también por la nuestra. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La disertación que ha hecho la delegación ha sido muy completa. 


SEÑORA PEÑA HERNÁNDEZ.- En primera instancia, tengo que felicitar a la Mesa y al señor 
Presidente por haber invitado a estos prestigiosos juristas laborales, porque es un placer escuchar a 
gente que tiene tanta experiencia y sabiduría en el tema; uno aprende mucho. 


Voy a comentarles una inquietud que tengo. 


Soy del interior del país; trabajé en una institución pública. Con respecto al tema de la retroactividad, más 
allá de que con el "declárase" ha quedado bien claro, por ambas partes, que esto estaría cortando en parte lo 
que el proyecto de ley intenta salvaguardar, a nosotros nos queda la duda de cómo el empleador debe 
justificar -para atrás- que se ha despedido a un funcionario por otra causa que no fuera el hecho de ser 
sindicalista. 


Por lo general, en el interior esos cuadernos del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social están siempre en 
blanco porque a menos que el empleador haya tenido una mala experiencia previa con algún funcionario y le 


haya hecho saber reiteradas veces que no cumplía o que llegaba tarde, la denuncia no se realiza sino que se le 
da un tirón de orejas. Lo difícil es demostrar después, con retroactividad, que se lo despidió por esos motivos. 


Cuando el empleador se cansa de aguantar a un mal funcionario -¡y vaya que existen!; por suerte son muy 
pocos, en general son gente buena y trabajadora, pero siempre hay alguno que no quiere hacer nada y que se 
puede escudar diciendo: "Bueno, yo quería armar el sindicato y esa fue la causa por la cual me despidieron"-, 
y decide despedirlo, no cuenta con las armas concretas para demostrar que la causa fue porque era mal 
funcionario. Por eso es positivo que las dos partes, a través de la Justicia, puedan defenderse. 


Es muy común en el interior confiar en el empleado. Una vez que el empleador se harta dice: "Te vas para tu 
casa porque ya no te aguanto más". Normalmente pasamos por este tipo de cosas y no somos tan precavidos. 


También quiero mencionar la falta de costumbre que tienen los jefes, ya sea en lo estatal o en lo particular, de 
dejar sentado por escrito cuando un funcionario se comporta mal. Yo tuve en una Intendencia un puesto 
jerárquico y me costaba mucho que los jefes se acostumbraran a esto. Por lo general, lo primero que hacían 
era decir: "Cámbiemelo porque ya no lo aguanto más". Tuvimos el caso de una persona que había pasado por 
siete secciones, y cuando quisimos pasarla a otra nos dijeron: "No, a mí no me lo vayan a traer". Cuando se 
sabía que iban a cambiar a Fulanito, los jefes iban cayendo a pedir que por favor no fueran a sus oficinas. Esa 
es la realidad; todavía no existe la costumbre, quizás porque nos conocemos todos o porque conocemos a la 
familia. 


Otro ejemplo es el de una persona que tenía siete hijos, a la que yo le decía: "Mirá que tenés siete hijos y te 
estamos conservando el empleo; ¡Ojo cuando la piola se corte! Que no se diga después que somos malos". 
Para que los jefes hicieran los informes que correspondían por escrito debían ser obligados por quien habla. 


Yo creo que es bueno que a los empleados se les plantee reglas claras de trabajo, tanto en lo privado como en 
lo público y que de aquí en más -después de plantearse que esta ley puede salir-, se empiece a enseñar que se 
puede transitar este camino. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ERMIDA URIARTE.- Comprendo perfectamente el comentario realizado por la señora 
Diputada y, por supuesto que acepto que debe haber sectores en el interior -y por qué no en 
Montevideo, en pequeñas empresas- donde se dé esta forma de actuar. Me parece que no se puede 
legislar sobre la base de esas situaciones, que no son las que deberían. La señora Diputada lo plantea 
de una manera clara, que comprendo y puedo compartir; allí no hay malos. A veces, de buena fe, ese 
buen empleador no se preocupa por estar documentando ni por ir preconstituyendo una prueba contra 
un trabajador. 


Creo que esto refleja un problema de las relaciones laborales de nuestro país, donde hay una alta cultura del 
incumplimiento. ¡A cuántos de nosotros nos pasa con el servicio doméstico al no pedir recibos! En algunos 
casos se está explotando a ese pobre trabajador o trabajadora, pero en otros simplemente hay una relación que 
permite manejarse como lo hace el almacenero con la libreta, para decirlo de alguna manera. 


Esta cultura del incumplimiento, que puede tener un aspecto bueno, familiar y paternalista, también tiene un 
aspecto muy negativo porque no cumple con los derechos, saca provecho y explota al trabajador. Para mí esto 
es lo peor, ya que el trabajador es el lado débil en la relación de trabajo. 


Voy a mencionar un ejemplo que ha sido puesto de relieve recientemente -estoy seguro de que no tenemos 
conciencia de esto- por un colega, el profesor Mario Garmendia, en una exposición que se hizo en el salón de 
actos del Banco Central, en una actividad conjunta con la Asociación Uruguaya de Derechos del Trabajo y el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En estos días, precisamente, salió un libro sobre ese tema, que es el 
de la eficacia práctica de las normas laborales. 


Garmendia decía que en este momento, desde el punto de vista de la racionalidad económica -que está tan a 
la moda a partir de Hayek, como decía Barbagelata-, a un individuo que tiene una empresa, grande o 
pequeña, lo que más le conviene es deberle al trabajador. Si yo le debo, por ejemplo, a UTE, a OSE o a la 
Intendencia, al día siguiente del vencimiento estaré debiendo un 20% más y un 5% acumulativo por mes. Si 


yo le dejo de pagar a un proveedor civil o comercial, seguramente voy a tener -porque se pacta en los 
contratos civiles o comerciales- alguna multa, recargo o interés moratorio; la situación, de algún modo, será 
parecida a la de deberle al Estado. Pero si yo le dejo de pagar al trabajador, no debo nada más. Si no le pago 
hoy, y lo hago dentro de tres meses, le debo exactamente lo mismo que le debía hoy. Entonces, con una 
lógica economista pura hay que deberle al trabajador. Hay un estímulo en el sistema jurídico obviamente no 
querido, porque yo no puedo creer que el parlamentario de la época haya querido eso. Las cosas se dieron de 
una forma tal que no solo hay una cultura del incumplimiento, sino que sin quererlo nuestro sistema estimula 
esa cultura. Por eso me parece que no podemos legislar en función de esas situaciones de inclumplimiento, 
algunas voluntarias y otras totalmente involutarias -probablemente como las que usted relata-, sino que más 
bien tenemos que ir apuntando a generar una cultura del cumplimiento. 


Quiero agregar que el tema no es solamente cómo este señor que usted describía prueba que el despido que 
realizó hace tres meses tenía una causa diferente, sino que probablemente sea un problema, sobre todo de tipo 
humano, que usted describe. 


Pero el trabajador no tiene que hacerlo solo. 


El trabajador tendrá que iniciar una acción de amparo -tomo este proyecto como si fuera ley vigente-, en la 
que deberá relatar los hechos y agregar alguna prueba, aunque sea indiciaria, aunque sean testigos de que lo 
despidieron porque estaba ejerciendo determinada actividad. Tendrá que probar que hubo un despido, una 
rebaja de salarios o una suspensión injustificada, pero pongamos el caso del despido, que es el más 
importante, más frecuente y fácil de entender. 


Como dije anteriormente, el trabajador tendrá que probar que lo despidieron, tendrá que producir una prueba, 
aunque sea indiciaria de que estaba realizando actividad sindical, que se acababa de afiliar al sindicato o que 
había un movimiento de constituir un sindicato. Ante eso, el empleador, para liberarse, tendrá que probar que 
hubo otra causa; tampoco es que la prueba sea absolutamente diabólica y que no hay ninguna forma de 
escapar, aunque admito que en los casos que usted plantea, evidentemente, habrá una dificultad. Por lo tanto, 
en cuanto a lo último que usted dijo, podemos estar absolutamente todos de acuerdo y refiere a la importancia 
de la difusión y de la educación. Eso le hará bien a todos: a ese señor que usted describe, para no caer en su 
propia trampa de cierta desprolijidad o bonhomía excesiva; al trabajador, para saber cuáles son sus deberes, 
cómo debe comportarse y lo que puede exigir; y para que las leyes se cumplan un poquito más 
espontáneamente y se recurra menos al Poder Judicial o a la denuncia del sindicato, etcétera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Personalmente, quiero hacer algunas reflexiones. 


Generalmente, las Comisiones luego que laudan y elevan los proyectos a la otra Cámara, se abocan a otros 
temas. Sin embargo, nos pareció muy importante tener esta charla con ustedes en el día de hoy. Compartimos 
lo manifestado por nuestra colega, en el sentido de que su presencia calificadísima ha sido muy importante y 
hemos aprendido mucho. Creo que su presencia servirá para el análisis del tema, pues recién hoy se 
empezaría a tratar en el Senado. 


Hemos podido apreciar, a través del relato de los visitantes, que tenemos alguna asignatura pendiente y me 
tomaría el atrevimiento de pedir a la Cátedra que nos diera algunas ideas fundamentales sobre procedimiento 
especial que no conocemos y que, según decía el doctor Barbagelata, nos coloca en el Libro de los Records 
Guinness. Esto también lo hemos detectado cuando han venido otros invitados aquí; me refiero a la dificultad 
de encontrar un camino. Quizás podía ser un buen trabajo recurrir a la gente que conoce del tema, como 
ustedes, con experiencia acumulada en derecho comparado, para contar con algunos elementos que nos 
sirvan en esta situación. 


Por otra parte, el señor Ermida Uriarte hizo referencia a que los patrones prefieren tener deudas con el 
trabajador. En este caso, por suerte, hemos llegado a tiempo. En esta Legislatura hemos retirado del archivo 
un viejo proyecto en el que, en principio, hemos previsto un 20% de recargo al deudor, luego de las fechas 
correspondientes, por la misma razón que ustedes esgrimían en cuanto a que al trabajador le llega la factura 
de la luz, del agua, la cuota de la tarjeta de crédito, y corre con los intereses. A nadie le va a importar, por 
mejor buena voluntad que exista, si esa persona cobró más tarde. Al respecto, quiero señalar que 
próximamente vamos a tener a estudio este tema que ya fue lanzado en Internet. Ni bien se conoció en alguna 
prensa, al otro día salió en la primera plana del diario "El País", causando una conmoción enorme, y nosotros 


recién estábamos iniciando la discusión de este segundo tema. Como podrán advertir, pequeños toquecitos en 
algunas direcciones generan una situación como esta. 


Por último, me quiero referir a lo que muy bien decía el doctor Barbagelata con respecto al debate por las 
ocho horas. Me preocupa este tema y por eso tengo a mi Secretaria sacando todas las crónicas de lo que fue el 
debate por las ocho horas. Uno nunca deja de valorar la enorme importancia de gente como Batlle y Ordóñez 
-junto con Herrera y algún otro- que, aunque tuvo algunas dificultades, llevó adelante esto. Las expresiones 
de los empresarios de la época son prácticamente calcadas de las que escuchamos hoy. ¡Si habrá tenido que 
pelear para imponer esto! Se decía para qué dar más tiempo libre a los trabajadores que, con sus menguados 
salarios, sin duda terminarían en las tabernas. Para las feministas o la gente que defiende la igualdad de 
género, diría que la situación era terrible, porque nadie utilizaba -por lo menos, esos empresarios cuyas 
palabras tuvimos oportunidad de leer- el trabajo de la mujer; inclusive, hablaban de otros aspectos que 
participaban del trabajo y le daban una condición absolutamente marginal. 


Quiero agradecer su presencia en la Comisión, que ha sido un honor. 


También, quiero hacer notar -como se habrán dado cuenta nuestros invitados- la poca prensa que reciben 
estos temas. Si nosotros hubiéramos generado un escándalo político, posiblemente habríamos tenido a la 
prensa amontonada aquí. Dado que no habíamos hecho una convocatoria, me tomé el atrevimiento decir a 
toda la prensa que hoy se hacía esta reunión. Me respondieron que tenían mucha tarea para hacer, pidieron 
perdón y se mandaron a mudar. 


Termino reflexionando acerca del mundo en qué vivimos y cómo en aquel momento en que Batlle y Ordóñez 
peleaba por las ocho horas, o cada vez que se trató de arreglar la situación de las libertades sindicales, se 
apuraban quienes querían coartarlas. 


Hoy comenzamos la sesión comunicando que, luego de que diéramos media sanción a un proyecto de ley, el 
sindicato de FUECI -como es característico, siempre que forma sindicatos de base manda una comunicación 
al Ministerio y a esta Comisión para dar cierto respaldo a la gente-, nos envió una nota con fecha 29 de julio, 
que leí anteriormente. 


Cuando este comunicado llegó a la empresa, el día 12 de agosto se procedió al despido de las tres delegadas 
sindicales. Estamos hablando de una coyuntura extremadamente complicada, en la que los "lobbies" se han 
movido de una manera terrible, tratando de frenar muchos aspectos de este proyecto de ley, 
fundamentalmente, centrándose en la reinstalación, que es lo que más preocupa. Seguimos teniendo 
patronales que dicen que echan al que quieran y cuando quieran, pagando lo que se quiera, y que los tienen 
en las condiciones que quieran porque, al fin de cuentas, las empresas son de ellos y trabajan quienes ellos 
decidan. Entonces, la reinstalación de un trabajador es lo más difícil. 


Entiendo que aquí hubo sensibilidad por tratar este tema, con los errores que son de recibo, ya que a veces se 
trata de trabajar lo mejor posible, pero aún así no se hace lo más adecuado. 


Y ¡cuidado!, porque en un lugar como este, el Palacio Legislativo, hay una cantidad de empresas que, 
vergonzosamente, no respetan los derechos, ni los fueros sindicales. Por tanto, a partir de esa situación que 
nos pareció inadmisible, todos los sectores políticos representados en esta Comisión entendimos que había 
que legislar en esta dirección. Imaginábamos que iba a venir un aluvión de "lobbies", aunque nunca tan 
grande como este que, además, permeara a todos los sectores políticos de nuestra sociedad. 


Agradecemos muchísimo la presencia de nuestros invitados y los convocaremos para considerar otros temas. 
Inclusive pueden plantear las iniciativas que consideren adecuadas y siempre serán bienvenidos aquí. Además 


-ya que pensamos que se sintieron cómodos-, nos vamos a tomar la libertad invitarlos cada vez que 
necesitemos vuestra presencia, hecho que sin duda será frecuente en los próximos tiempos. 


SEÑOR ERMIDA URIARTE.- Gracias a ustedes y, por supuesto, estamos a las órdenes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


